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              1962


            



            	

              10 de junio. Elecciones generales. Triunfo de Víctor Raúl Haya de la Torre, a quien, al no obtener el mínimo legal de votos, le correspondía elegir al Congreso entre los 3 candidatos más votados. En esas circunstancias, se produjo el 10 de julio el golpe del general Pérez Godoy contra el presidente Manuel Prado, a quien le faltaban 10 días para concluir su mandato.


            

          




          

            	

              1963


            



            	

              9 de junio. Elecciones generales. Triunfo de Fernando Belaúnde, primer gobierno de Acción Popular.


            

          




          

            	

              1967


            



            	

              1 de septiembre. Traumática devaluación del sol peruano en un 44 por ciento. El gobierno se muestra impotente a la hora de contener una seria crisis económica.


            

          




          

            	

              1968


            



            	

              3 de octubre. Golpe de Juan Velasco contra Fernando Belaúnde. Instalación del Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas. Inmediatamente a continuación, el 9 de octubre, se produce la toma de Talara y la consiguiente nacionalización de la importante empresa de origen estadounidense International Petroleum Company.


            

          




          

            	

              1969


            



            	

              24 de junio. El presidente Velasco promulga la Ley de Reforma Agraria.


            

          




          

            	

              1970


            



            	

              7 de septiembre. El Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas promulga la Ley de Industria, que incluye el dispositivo que ordena conformar la comunidad industrial en cada empresa del ramo.


            

          




          

            	

              1974


            



            	

              28 de julio. El gobierno de Velasco ordena la expropiación de los diarios de circulación nacional.


            

          




          

            	

              1975


            



            	

              29 de agosto. Golpe militar dirigido por Francisco Morales Bermúdez contra Juan Velasco.


            

          




          

            	

              1977


            



            	

              19 de julio. Paro nacional convocado por los trabajadores. Esta situación da origen a la convocatoria el 28 de julio por parte del presidente Morales Bermúdez a elecciones para una Asamblea Constituyente.


            

          




          

            	

              1978


            



            	

              28 de mayo. Segundo paro nacional y deportación de algunos candidatos de las fuerzas de izquierda. A continuación, el 18 de junio, se realizaron las elecciones para la Asamblea Constituyente con el triunfo de Haya de la Torre y el APRA. Por su parte, Haya de la Torre falleció de cáncer el 2 de agosto de 1979.


            

          




          

            	

              1980


            



            	

              18 de mayo. Elecciones generales con el triunfo de Fernando Belaúnde, quien inicia su segundo mandato. Ese mismo día se iniciaron las acciones insurreccionales del grupo terrorista Sendero Luminoso.


            

          




          

            	

              1982


            



            	

              29 de diciembre. Ingreso de las fuerzas armadas a Ayacucho para controlar la subversión que iba en aumento. Pocos días después, el 26 de enero de 1983, se produjo la matanza de un grupo de periodistas en Uchurrachay, una aldea situada en las alturas de Huanta (Ayacucho).


            

          




          

            	

              1983


            



            	

              Enero-abril. Se abate sobre el país el megafenómeno El Niño. Ese mismo año en las elecciones municipales de octubre triunfó Alfonso Barrantes como alcalde de Lima Metropolitana, constituyéndose en el primer marxista latinoamericano en ganar elecciones municipales en una capital de la región.


            

          




          

            	

              1985


            



            	

              14 de abril. Elecciones generales. Triunfo de Alan García, que se convierte en el primer presidente aprista en 60 años de historia política.


            

          




          

            	

              1986


            



            	

              14 de junio. Masacre de penales. Estando reunido en Lima un evento de la Internacional Socialista, los presos acusados de terrorismo se insurreccionan en tres penales, los capturan parcialmente y desafían a las autoridades. El enfrentamiento concluyó en una cruel masacre.


            

          




          

            	

              1987


            



            	

              28 de julio. En su discurso por Fiestas Patrias, el entonces presidente, Alan García, anuncia la intención del gobierno de estatizar la banca. Posteriormente esta medida desató una seria crisis política que incluso impidió que se hiciera efectiva.


            

          




          

            	

              1990


            



            	

              8 de abril. Se realiza la primera vuelta de las elecciones generales que, en segunda vuelta, le darían el triunfo a Alberto Fujimori sobre el laureado escritor Mario Vargas Llosa.


            

          




          

            	

              1992


            



            	

              5 de abril. Autogolpe de Fujimori, que asume todos los poderes y disuelve varias instituciones públicas. Posteriormente, el 13 de septiembre de ese mismo año, la policía peruana captura al líder de Sendero Luminoso, Abimael Guzmán, y a la cúpula de su organización.


            

          




          

            	

              1993


            



            	

              1 de enero. Instalación del Congreso Constituyente Democrático, pactado como salida al autogolpe ante la presión internacional de los organismos panamericanos.


            

          




          

            	

              1994


            



            	

              28 de febrero. Se subastan la Compañía Peruana de Teléfonos y la Empresa Nacional de Telecomunicaciones; el consorcio ganador fue Telefónica, de España, que pagó algo más de 2.000 millones de dólares estadounidenses, constituyéndose en el récord de un amplio proceso de privatizaciones.


            

          




          

            	

              1995


            



            	

              9 de abril. En primera vuelta se impone con más del mínimo legal requerido Alberto Fujimori, quien inicia su segundo mandato consecutivo.


            

          




          

            	

              1996


            



            	

              23 de agosto. El Congreso peruano dicta una ley denominada Ley de Interpretación Auténtica, que permite una nueva reelección de Fujimori en el año 2000. Ello da lugar a una intensa batalla política y constitucional.


            

          




          

            	

              1998


            



            	

              Enero-abril. Se presenta nuevamente un fenómeno El Niño de gran magnitud, igualando la potencia del anterior mega-Niño de 1983. El 9 de abril y el 28 de mayo se desarrollan las dos vueltas de las elecciones generales. Finalmente el candidato Alejandro Toledo declina participar en segunda vuelta por considerar que estaban ausentes las condiciones democráticas mínimas.


            

          




          

            	

              2000


            



            	

              22 de noviembre. Luego de la renuncia enviada por fax del expresidente Fujimori, asume el cargo de presidente transitorio el abogado Valentín Paniagua, del partido Acción Popular.


            

          


        

      


    


  




  

    

      Las claves del periodo




      Antonio Zapata




       




       




       




       




      Este quinto tomo de la historia moderna del Perú cubre el periodo de 1960 a 2000. Al igual que el resto de la serie, empieza por un capítulo político, que analiza las grandes coordenadas de la época y ubica al lector ante el periodo histórico. Aquí se explicita la idea del péndulo político peruano, concebido como un movimiento regular que cruza el espectro de un polo a otro, sin avance definido hacia adelante o hacia atrás. Este movimiento ordena la política peruana atravesando los mismos puntos y reiterando los dilemas irresueltos del Perú. Va del liberalismo de los cincuenta al nuevo liberalismo de los noventa. Al medio se encuentra un ciclo populista, tardío en contraste con el resto de Latinoamérica y sellado por una guerra interna extremadamente violenta y muy costosa para la sociedad.




      Este movimiento pendular de la política peruana incluye algunas constantes. Entre ellas destaca la baja participación ciudadana en sindicatos e instituciones civiles, y la precariedad de la democracia política, que va y viene de formaciones autoritarias. En efecto, el Perú no sólo oscila entre modelos de desarrollo y apuestas de políticas públicas, sino también entre democracia y autoritarismo.




      Las dictaduras generalmente buscan perpetuarse en el poder y al final sufren un elevado desgaste. Sus abusos contra las libertades y derechos ciudadanos debilitan a los gobiernos autoritarios, que eventualmente se desploman para dar paso a transiciones democráticas, que lamentablemente no han resuelto los problemas del país. Las democracias son débiles y desaprovechan el momento de su entronización para hacer las reformas institucionales indispensables para modernizar e integrar al país en el contexto internacional. Luego, las transformaciones políticas se vuelven complicadas de realizar, porque la correlación de fuerzas lo dificulta. La reacción autoritaria se reordena y libra batalla para impedir los cambios. Entonces el proceso se traba y la democracia cede paso a un nuevo autoritarismo.




      Además, tanto autoritarismos como democracias registran elevada corrupción, lo cual aumenta el desapego ciudadano y la precariedad de las formaciones políticas. El común de las gentes considera que la actividad política conduce a la corrupción y que la única motivación de los políticos es apoderarse de los caudales públicos. Así, ninguna formación política les inspira confianza ni tampoco están comprometidos con el sistema democrático, lo consideran intercambiable con la dictadura y el autoritarismo.




      Este malestar ciudadano contribuye a la caída de las democracias, que muchas veces se suicidan en combates sin cuartel ni tregua entre los partidos y coaliciones políticas que supuestamente la defienden. Con su caída, la rueda vuelve a comenzar. Así, entre 1945 y el año 2000, el Perú ha vivido cinco transiciones a la democracia. A su vez, los golpes autoritarios en ese periodo han sido cuatro; lo cual significa que, entre el fin de la II Guerra Mundial y el término del milenio, el Perú cambió nueve veces de régimen político. El resultado es un país que se mueve de banda en banda. Su evolución se asemeja a una bola de billar.




      Otro fenómeno político crucial de este ciclo fue el terrorismo y la guerra interna que ensangrentó al país durante los años ochenta y principios de los noventa. El punto de partida fue la rebelión protagonizada por el grupo insurgente Sendero Luminoso, que desafió al Estado, el cual llamó a las Fuerzas Armadas a reprimir y restablecer el orden.




      Este periodo fue especialmente violento y desató todas las furias y penas que albergaba el país. El baño de sangre fue terrible porque Sendero Luminoso utilizó métodos terroristas con extraordinaria sangre fría. La crueldad fue respondida sin clemencia por los agentes del Estado, la policía y las fuerzas armadas. En el medio, la población civil fue atrapada entre dos fuegos, ninguno de los cuales respetó los derechos humanos.




      Por su parte, la guerra interna tuvo un carácter singular, porque los insurgentes no liberaron territorios, sino que actuaron inmersos en la cotidianeidad. Por lo tanto, para el Estado se hacía difícil identificar a los rebeldes y desatar sus conexiones. En ese proceso, las fuerzas del orden cometieron muchos atropellos y violaciones repetidas de los derechos humanos. La desaparición de presuntos guerrilleros y la tortura de detenidos se extendieron hasta tal grado que, durante varios años seguidos, el Perú ocupó el triste primer lugar de estadísticas mundiales de estos crímenes de Estado.




      Por su lado, la crueldad de Sendero Luminoso no tuvo parangón. Hubo asesinatos masivos de campesinos y crímenes selectivos contra dirigentes populares opuestos a sus propósitos. La violencia empujó hacia horribles abismos y la sociedad se desplomó. La dinámica de la guerra interna fue un incesante ajuste de cuentas. Venganzas y contravenganzas fueron el pan de cada día del Perú durante doce desgastadores años. Los grupos armados se alimentaban del odio al Estado y al sistema, mientras que los defensores del orden también odiaban a los insurgentes y a lo desconocido que ellos encarnaban.




      Finalmente el Estado se impuso a través de una acción de inteligencia policial. Un grupo especial de la policía siguió durante años a la cúpula de Sendero Luminoso hasta capturar a Abimael Guzmán en septiembre de 1992. A partir de la caída del jefe máximo, que cumplía el rol de guía y conductor ideológico, la organización subversiva se desplomó. Cual castillo de naipes, Sendero Luminoso se vino abajo. La prisión de la dirigencia vino acompañada por las leyes de arrepentimiento, que facilitaron la delación y el trabajo policial.




      Durante los años anteriores, Sendero Luminoso había sido arrinconado en el campo. El ejército había refinado su estrategia y adoptado la iniciativa de formar rondas campesinas. Es decir, el Estado organizó campesinos para que lo defendieran contra la insurgencia maoísta. Los proveyó de carabinas y de sistemas de alerta para quedar interconectados con unidades militares, que para el efecto se dividieron en unidades menores, que cubrían mejor el territorio. Gracias a esta estrategia, el ejército logró invertir el curso de la guerra en el campo y empezar a desplazar a Sendero Luminoso, que se movió hacia las ciudades, donde sembró mucha muerte y destrucción, pero lo que finalmente llevó a su detención. Lima fue la tumba de la guerrilla.




      La detención de Guzmán fue paralela al triunfo del Estado sobre el otro grupo insurgente, el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA), que fue desbaratado finalmente en 1998, con la toma de la embajada de Japón. Por ello, la población le atribuyó a Alberto Fujimori el éxito en la lucha contra la subversión y el terrorismo. Al haber ocupado la primera magistratura cuando terminó la lucha armada, su nombre quedó rodeado del prestigio del pacificador.




      Posteriormente, quedó probado el empleo por parte del gobierno de Fujimori de métodos ilegales en la formación de grupos paramilitares, que realizaron grandes abusos. Por ello, su papel fue juzgado de forma bastante más negativa y el aura de Fujimori quedó definida en términos de vencedor del terrorismo, pero violador, abusivo e inescrupuloso. Al dimitir por fax terminando el año 2000 y refugiarse en Japón, Fujimori se convirtió el objeto de apasionada lucha política en el Perú. Frente a su legado, la población se dividió entre quienes condenaron sus métodos corruptos y su desprecio por los derechos humanos y los que siguieron defendiendo sus éxitos en la lucha contra la subversión.




      El capítulo de sociedad abarca tanto el movimiento de la población como la organización social y la formación de la opinión pública. La década de 1960 registró el pico de las migraciones internas que transformaron el rostro de las ciudades peruanas en la segunda parte del siglo XX. Durante las décadas anteriores se lograron mayores facilidades sanitarias y se construyó una red nacional de carreteras que promovió el proceso de urbanización. Aunque disminuyeron algo de ritmo, las migraciones internas continuaron durante los años setenta. El destino de los migrantes era la costa y, fundamentalmente, la capital. Asimismo, conforme avanzaba el proceso era evidente que algunos migrantes se establecían en ciudades intermedias y sobre todo crecían zonas de colonización situadas en la ceja de selva, como se conoce en el Perú a las laderas orientales de los Andes que penetran en la Amazonía.




      A partir de la década siguiente, el proceso de migraciones internas empezó a detenerse. Inicialmente no se percibieron los nuevos vientos, porque en los años ochenta hubo una migración de tipo político. Sectores de la población dejaban las zonas rurales afectadas por la guerra interna y se trasladaban a ciudades que brindaban mayores posibilidades para pasar al anonimato y huir de la muerte y la destrucción. Las migraciones de los ochenta fueron menos generales y mucho más focalizadas, pero daban la impresión de que el proceso continuaba, cuando en realidad se estaba deteniendo.




      Desde los años ochenta al 2000, las migraciones internas bajaron de ritmo y dejaron de ser el principal factor de la demografía peruana. No significa ello que haya cesado la movilidad de la población. Incluso se ha hecho más intensa. Pero ahora es en dos direcciones. La población no está quieta, sino que cambia de lugar de residencia numerosas veces. Incluso se muda entre campo y ciudad de acuerdo a las edades de la vida, siendo el ideal poseer casa en Lima y mantener tierras y vivienda en el terruño rural. La movilidad espacial ha perdido el dramatismo que tenía en la primera parte del siglo XX. Antes se migraba para siempre y se retornaba al terruño sólo para algunas grandes fiestas. Luego, viajar se ha hecho fácil y los pasajes son susceptibles de ser pagados sin tanto apremio; como consecuencia, la periódica mudanza entre campo y ciudad es una realidad compartida por amplios sectores de la población peruana.




      Las migraciones han dejado de ser el factor principal del proceso de urbanización. Pero éste no se ha detenido. Las ciudades siguen creciendo, en esta oportunidad gracias al crecimiento vegetativo. Desde los años veinte en adelante fue claro que en las ciudades nacían más personas de las que morían. Hasta 1900, ello era exactamente al revés: las ciudades eran malsanas y morían muchas personas, lo que hacía negativo el crecimiento vegetativo. Pero durante los primeros veinte años del siglo XX, las estadísticas vitales fueron cambiando: disminuyeron los fallecimientos y más personas lograron alcanzar la vida adulta. Este proceso fue vacilante al comienzo y desde el oncenio de Augusto B. Leguía (1919-1930) se impuso de manera firme y decidida. El resultado en la segunda parte del siglo es espectacular: las ciudades crecen por sí mismas sin necesidad de recibir flujos humanos provenientes del campo.




      Asimismo, este capítulo registra la lenta formación de ciudadanía en el país y las presiones que emergen desde abajo para definir su rumbo. En efecto, si se mira el largo plazo, la sociedad peruana está bastante más integrada y es más democrática de lo que era hace cien años. Ahora el estatus es una derivación de la posición económica y los privilegios sociales vienen a continuación. Al comenzar el siglo XX era al revés. Ese proceso de democratización social tiene su momento culminante durante el gobierno del general Juan Velasco (1968-1975), correspondiendo por tanto al periodo analizado por este tomo.




      Pero las demandas sociales insatisfechas son inmensas y se registra una profunda presión que proviene desde las capas más profundas de la sociedad. Esa presión muchas veces no se encauza por canales institucionales. Por su parte, éstos casi no existen o no son tomados en cuenta por los gobiernos de turno. Por ello, la presión popular muchas veces se expresa a través de explosiones y en forma de tumultos y motines. Así, el Perú luce como un país de revueltas, antes que de movimientos sociales regulares y encausados. A finales del siglo XX, la multitud peruana sigue siendo tanto explosiva como intermitente.




      El tejido social y las entidades de participación ciudadana nunca habían estado muy extendidos en el Perú. Se habían formado durante el ciclo reformista iniciado en los sesenta y profundizado en los setenta gracias al velasquismo. Esos movimientos sociales eran extensos pero frágiles, carecían de continuidad histórica. Fueron barridos por la violencia política y por otro fenómeno igualmente disolvente que ocurrió durante los ochenta: la hiperinflación.




      Por su parte, el capítulo sobre la economía presenta los ciclos de pronunciadas alzas y dramáticas bajas que le han otorgado especial conflictividad al periodo. Igualmente, este capítulo trata sobre las políticas públicas que han guiado al Estado en su intento por dirigir y regular la marcha económica.




      El ciclo económico analizado se inicia con un moderado apoyo estatal a la industrialización por sustitución de importaciones. Esta política estuvo vigente desde fines de los cincuenta, se prolongó durante la década siguiente y encontró un gran impulso con el gobierno de Velasco. Durante el régimen militar se concentran las reformas más profundas del periodo 1960-2000. Asimismo, es el momento de ruptura con el poder oligárquico que había gobernado el resto de la centuria.




      Durante el régimen militar, la industrialización fue promovida con el mayor entusiasmo posible y vino acompañada por una reforma agraria muy profunda, que rediseñó el mapa de poder en las zonas rurales. La reforma agraria terminó con la hacienda y dio paso a un experimento cooperativista que tuvo corta duración y que derivó diez años después en el minifundio. La reforma agraria terminó mal, porque esta pequeña propiedad hegemónica en los ochenta dio paso nuevamente a la gran propiedad durante los noventa y los latifundios volvieron a ser una realidad del Perú rural moderno. Alguna vez se creyó que habían desaparecido para siempre.




      El reformismo velasquista entró en crisis a mediados de los setenta, empujado a la baja por un movimiento general de la economía a escala mundial. Era el fin de la edad de oro del capitalismo mundial. Estos años dorados se habían iniciado a fines de la II Guerra Mundial y se prolongaron precisamente hasta mediados de los setenta, cuando un alza en el precio del petróleo señaló su término. Esa crisis internacional fue un gran estremecimiento que arrastró al reformismo peruano cuando recién estaba comenzando y aún no había dado sus frutos. Velasco llegó tarde y su experimento no logró consolidarse antes de entrar en serias dificultades.




      El velasquismo dio paso a un interregno de casi 15 años, que comprende el resto de los años setenta y todos los ochenta. En este lapso se vivió un empate de fuerzas sociales y económicas puestas en marcha por la reforma militar. Pero el Estado se fue desgastando y terminó el periodo envuelto en una grave crisis. Bajo el primer gobierno de Alan García (1985-1990), la impericia gubernamental desató una hiperinflación que desordenó completamente la marcha económica de la nación.




      Para aquel entonces, las corrientes partidarias del giro neoliberal ya se habían organizado en el país. Los años de empate social y político culminaron dando paso a la restauración oligárquica. Los antiguos grupos dominantes, la vieja élite económica, fueron fulminados por Velasco, pero desde los ochenta fue reapareciendo en la cumbre de la sociedad una clase alta burguesa, con vocación de intermediaria del gran capital extranjero, que se parece a la antigua oligarquía como dos gotas de agua.




      Fue a mitad de los años ochenta cuando se completó una transformación crucial del sentido común ciudadano. El pueblo peruano perdió fe en el Estado y empezó a verlo como un serio obstáculo al desarrollo nacional. Durante las décadas precedentes, las mayorías nacionales habían confiado plenamente en el Estado. Incluso dentro de la élite, el debate político había consistido en la elaboración de propuestas para dirigir al Estado en tal o cual dirección. Así, desde los cincuenta en adelante, se había entendido que el Estado era el motor principal de cualquier proyecto nacional. Pues bien, desde mediados de los ochenta se invirtió ese sentido común. El Estado pasó a ser percibido como el problema que había que superar. Ese cambio fue el preludio de transformaciones estructurales de la sociedad peruana.




      Terminando los años ochenta, el caos económico y la aguda crisis política generados por el primer gobierno aprista anunciaron la llegada de Alberto Fujimori y la reforma neoliberal. La orden emanada por el Estado fue dar vuelta atrás; se regresó al modelo de crecimiento propio de los años cincuenta. El gobierno levantó la protección a la industria nacional y se fomentó una aguda desnacionalización del capital. Nuevamente el Perú fue un paraíso de la inversión extranjera, por la alta tasa de ganancia, la estructura impositiva sumamente laxa y porosa, además de la gran libertad para el movimiento de capitales. Si a ello se suma la reducción de la participación del salario en el ingreso nacional, se comprende cómo el Perú volvió a ser un destino altamente atractivo para el capital internacional.




      Ese nuevo capitalismo indudablemente ha desarrollado al país. La masa de capital es muy superior a la que había al comenzar los años noventa. Pero el crecimiento del capital ha dejado poco a mano para los sectores sociales que viven de su trabajo y profesión. Los trabajadores tienen un bajo nivel de ingresos y consumo, mientras que las desigualdades sociales consumen al país. En esas condiciones, la explosión demográfica multiplica los problemas sociales y el país luce muy atrasado, con casi la mitad de su fuerza laboral condenada al subempleo. Crecimiento con exclusión: ese parece ser el signo de los tiempos en el Perú de cambio de milenio.




      De este modo, la desigualdad más pronunciada, uno de los viejos males sociales del Perú, se muestra como una constante. El coeficiente de Gini, que mide la desigualdad en el interior de las naciones, ha sido bastante estable en el caso peruano y se mantiene como una regularidad del país en medio de tanta oscilación. Es como si el péndulo peruano se moviera alrededor de ciertas vigas maestras que permanecen casi estáticas, siendo una de ellas la desigualdad.




      Durante los periodos de crecimiento económico, la desigualdad aumenta; mientras que en las etapas de estancamiento o de retroceso, disminuye. Así, se registran épocas de presión hacia abajo, en las que todos se vuelven más pobres. Por otro lado, todo impulso económico hacia delante, hacia el mayor crecimiento y prosperidad, trae consigo un aumento significativo de los desniveles. Cuando el país crece, unos ganan mucho y otros se estacan y hasta retroceden.




      Así, la economía peruana de fin de siglo luce como una entidad muy desigual que combina distintos procesos productivos, algunos muy atrasados y otros, por el contrario, con tecnología de punta. Asimismo, es una economía con un mercado interno débil, puesto que la gran desigualdad en la distribución de la renta nacional implica una baja capacidad de consumo colectivo.




      El quinto capítulo presenta la cultura y sus agentes. Aquí se argumenta que el fin de siglo registra la pérdida de un ideal estético que fue dominante durante buena parte del siglo XX. Ese paradigma cultural fue la búsqueda de un mestizaje armónico. Se quería superar una jerarquía racial heredada de la colonia que seguía tiñendo la realidad social del país republicano.




      Después de la Guerra del Pacífico los intelectuales y artistas peruanos, al evaluar la desastrosa derrota nacional, coincidieron en la ausencia de unidad nacional en el país. En este entendimiento, el tema del indio era crucial. No tenía un puesto definido en la sociedad criolla y era indispensable incorporarlo. A la acuciante pregunta sobre cómo hacerlo, la mayor parte de intelectuales respondió que el camino era a través del mestizaje.




      Se requería que el indígena ingresase a un sendero de occidentalización, a través de la educación y la movilidad espacial, proceso que bien llevado llevaría al indio al ascenso social y como resultado el país se integraría de mejor manera. Ese movimiento fundiría las tradiciones nacionales en una y daría sustento a un nuevo país. Así se concibió el sueño del mestizo, que con diversos nombres y énfasis recorrió todo el siglo XX, de un pensador a otro, en medio de grandes debates, representando propuestas distintas y hasta opuestas, pero recorriendo los grandes sistemas doctrinarios y haciéndose presente en todos ellos.




      El mestizo dominó las mentes de intelectuales y artistas durante buena parte del siglo XX, aspirando a conducir el futuro nacional. Pero no se concretó. El mestizaje cultural no logró reorientar la marcha nacional. Sus intentos terminaron volviendo al mismo punto de partida. El país siguió siendo tan racista y discriminador como había sido en el pasado oligárquico. Por ello, hacia fin de siglo, el mito del mestizo fue abandonado y se vivió la irrupción de un nuevo paradigma estético, que valora la conformación de un mosaico heterogéneo.




      La transformación del ideal cobró impulso gracias a la escena internacional, donde nuevas fuerzas valoraron la heterogeneidad. A nivel mundial se ha apreciado mejor la diversidad como sinónimo de creatividad. Esta nueva sensibilidad llegó al Perú e inmediatamente se percibió su valor para sacar al país del dilema del mestizo. Éste era un mito que no llegaba a concretarse ni a mostrar sus frutos. Por ello, durante los años noventa se dejó paulatinamente de lado. Nadie lo ha rechazado formalmente, pero ha sido abandonado sutilmente como valor referencial.




      El comienzo del siglo XXI encuentra al Perú buscando su sentido en la heterogeneidad, que ayer había sido presentada como una grave dificultad para la integración nacional, pero que ahora es tratada como una significativa ventaja. Ese tránsito de referentes fue efectuado por un torrente cultural que estremeció al Perú de fin de siglo. En el terreno estético, en los cien últimos años, el Perú habría transitado de la búsqueda de la fusión armónica a la conciencia de su dispersión.




      Por su parte, el capítulo que trata sobre la cuestión internacional sostiene que los diversos gobiernos peruanos del periodo habrían buscado un horizonte de mayor independencia de criterio, habida cuenta de la extrema dependencia con respecto a Estados Unidos que se había vivido durante el resto del siglo XX. La búsqueda de la pluralidad ha sido una constante de estos cuarenta años. Tanto los gobiernos democráticos como los autoritarios de distinto signo han buscado ampliar las alianzas del país en la escena internacional multiplicando su participación en foros mundiales y regionales.




      Este esfuerzo del Perú ha sido general en los países de Sudamérica. En este periodo se crearon organismos regionales y pactos económicos y políticos. En el caso peruano, el más significativo es el Pacto Andino, que inicialmente comprendía a Chile, Bolivia, Perú, Ecuador, Colombia y Venezuela. Posteriormente se retiró Chile a raíz del golpe de Augusto Pinochet. Luego, el pacto cumplió sus objetivos de forma limitada, aunque estimuló el contacto comercial entre los socios. Pero la liberalización experimentada en los noventa debilitó sus y normas, que habían sido diseñados en el periodo precedente, como herramienta para ampliar los mercados internos manteniendo preferencias arancelarias para los países socios.




      Terminada la centuria, el país ha ampliado sus mercados, redefinido sus estrategias de integración regional y encarado asuntos pendientes de gran trascendencia con dos de sus vecinos, con los cuales ha tenido una larga relación conflictiva: las repúblicas de Ecuador y Chile. En este sentido, a diferencia del pasado secular, emerge un país cuyas relaciones internacionales son más abiertas y con nuevos desafíos en sus fronteras.




      En este sentido el Acta de Brasilia, el tratado de paz con Ecuador firmado en Brasilia en octubre de 1998, aparece como uno de los mayores logros de la política de fronteras durante el periodo. En efecto, el conflicto fronterizo con Ecuador era el más largo y costoso que había experimentado el Perú. Ni siquiera una guerra en 1941 y el protocolo subsiguiente firmado en Río de Janeiro habían terminado con el problema. Comenzados los años sesenta, Ecuador había desconocido el protocolo y desde entonces se habían sucedido periódicas escaramuzas que mantenían abierto el conflicto. Sin embargo, en 1995, ambos países pelearon una guerra limitada, que abrió los marcos para una nueva negociación, en la que la presión de los países garantes —Estados Unidos, Brasil, Argentina y Chile— dio resultado para lograr un arreglo definitivo que dejó satisfechos a ambos países.




      Por su lado, la primera década del siglo XXI ha visto el desarrollo de una nueva controversia diplomática con Chile, que era difícil de prever desde la perspectiva de los años noventa del siglo precedente. La problemática del mar ha ido apareciendo en la escena internacional durante el último cuarto del siglo XX; en ese sentido, la controversia actual ante la Corte Internacional de La Haya tiene antecedentes en instrumentos pesqueros que fueron firmados en los años cincuenta. En ese momento tanto Ecuador como Chile y el Perú se pusieron de acuerdo en defender las 200 millas de soberanía marítima, que en la época solamente eran aceptadas por unos pocos países. Por ello, la definición de esta controversia ha sucedido en nuestros días en la Corte Internacional de Justicia de la Haya, pero sus antecedentes se remontan a los años cincuenta.




      De este modo, el Perú entre 1960 y el 2000 expresa la imagen de una sociedad muy dinámica y creativa, pero que sin embargo atraviesa por desafíos semejantes, al no cancelar su pasado. Esa situación se encuentra graficada en multitud de monumentos y restos del pasado que sobreviven hasta hoy. Por ejemplo, saliendo de Lima hacia la Carretera Central se encuentra un pequeño cerro donde se levanta una iglesia colonial bastante maltratada. El otro día me detuve para fotografiar sus restos. Caminando por la ruina, descubrí que bajo la iglesia católica se hallaban restos de una construcción prehispánica. En el Perú estamos acostumbrados a esta realidad: los conquistadores europeos buscaron erigir sus templos sobre las construcciones de los antiguos. Con ello buscaban heredar un prestigio civilizatorio más que milenario.




      Asimismo, la cultura ha sido un campo de confrontación política. En efecto, durante el periodo estudiado coexisten de forma parcialmente conflictiva varios discursos culturales. Ellos pretenden ofrecer una narrativa y una explicación del pasado y del futuro nacional. Desde versiones más tradicionales que normalmente han contado con algún tipo de patrimonio estatal o institucional hasta versiones mucho más contestatarias que se han labrado su propio camino. Esta dicotomía ha sido una constante en la segunda parte del siglo XX. A diferencia de los periodos anteriores, mucho más controlados y con mayor grado de homogeneidad en la producción cultural, la segunda parte del siglo se ha caracterizado por una fuerte disputa por redefinir el espacio de los grupos regionales y sociales en el conjunto nacional. Esa disputa ha sido librada también desde lo cultural. Incluso en ocasiones, al estar más cerrada la política, esa disputa ha sido encarada sobre todo desde los distintos espacios culturales.




      Así es el Perú de nuestros tiempos. Nada se cancela definitivamente. Toda innovación concluye asimilándose como una capa más, enluciendo un país viejo, reproduciendo virtudes y males del ayer. En el Perú de hoy, el panorama parece cambiar a gran velocidad y un tema nuevo aparece diariamente, pero en el fondo permanecen los males como obstáculos que dificultan la marcha del buque. Mientras la cubierta bulle y se transforma rápidamente, la desigualdad social mantiene estancada a la sociedad. Para integrar el país y poner en marcha una sociedad moderna se requiere una fuerte decisión moral que las élites peruanas aún no han logrado forjar.
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      Antecedentes




       




      Al comenzar 1956, después de sortear varias crisis políticas, el general y presidente Manuel Odría anunció su abstención de las siguientes elecciones presidenciales, que convocó para junio de ese mismo año. Así, se disiparon los temores sobre sus intenciones de aferrarse al gobierno. El año anterior, culminando una larga lucha legal, las mujeres habían obtenido plenos derechos ciudadanos. Ello hace de los comicios de 1956 las primeras elecciones modernas y punto de partida del proceso político que vivimos hasta hoy.




      Estas elecciones fueron parcialmente democráticas porque, al votar las mujeres, el cuerpo electoral se duplicó, proporcionando un sustento mayor a la democracia. Pero estaban impedidos de participar algunos partidos, entre los cuales se contaba el APRA, que disponía de gran arraigo popular. En ese sentido, la democracia que emergía era relativa.




      No obstante, el segundo gobierno de Prado fue bastante estable en contraste con décadas anteriores. Sólo vivió una intentona insurreccional militar y la clase política se manejó en democracia. Después de ocho años de gobierno autoritario, el Perú vivió una apertura que permitió la existencia de sindicatos y el funcionamiento de partidos políticos antes ilegales.




      Sin embargo, la sociedad fue confrontada por una fuerte protesta campesina. En efecto, en los departamentos de Pasco, Junín y Cuzco, el campesinado inició una serie de invasiones a las tierras de las haciendas. Para aquel entonces las recientes revoluciones cubana y china inspiraban a numerosos jóvenes universitarios radicales a volcarse al campo y organizar a los campesinos. Ése fue el caso de Hugo Blanco, que retornó al Perú de la Argentina, donde había vivido unos años con la intención de realizar estudios universitarios, y que ya para aquel entonces había adoptado el trotskismo y se internó en el valle de la Convención para dirigir la mayor sublevación agraria de esos años.




      La respuesta gubernamental se produjo en dos planos. Por un lado intentó que la policía restableciera el orden social. Por ejemplo, la represión fue fuerte en la zona central del país, donde la gran empresa Cerro de Pasco Corporation disponía de poder económico e influencia política. Tanto en Junín como en Pasco, el conflicto había escalado comprendiendo no sólo a campesinos, sino también a mineros. En esa región el liderazgo social fue asumido por el maestro y alcalde de Cerro, Genaro Ledesma.




      En segundo lugar, Prado reactivó una comisión de estudio de la reforma agraria que se había formado al comenzar su mandato, pero que recién en 1959 emitió su informe. Estaba presidida por el primer ministro, Pedro Beltrán, y sus recomendaciones fueron bastante moderadas. Proponía realizar una reforma agraria en las tierras más improductivas y pagar a los propietarios un justiprecio por sus haciendas, que serían expropiadas para ser repartidas entre los campesinos. El Congreso no intervino y el informe careció de mayores consecuencias prácticas, por el momento. Pero fue la primera vez que una comisión oficial planteaba la reforma agraria.




      Asimismo, las nuevas corrientes de pensamiento militar se consolidaron en las fuerzas armadas. La formación del Centro de Altos Estudios Militares (CAEM) y el currículo que se impartía a los oficiales facilitó la formación de una nueva sensibilidad política en las fuerzas armadas. Había llegado la hora del desarrollismo.




      La Iglesia católica también experimentó cambios sustanciales al finalizar los años cincuenta, cuando se evidenció una mayor preocupación por cuestiones sociales. En ese momento, el sacerdote franciscano Juan Landázuri fue nombrado arzobispo de Lima, hecho que le otorgó perfil alto a su papel de líder espiritual con propósito modernizador. Landázuri ejerció un largo patriciado que se prolongó hasta 1990. El nuevo arzobispo orientó el esfuerzo de la Iglesia hacia la evangelización de los sectores populares y escribió una carta pastoral en 1958 en la que exigía a los cristianos que cambiaran la sociedad de forma positiva, criticando la excesiva acumulación de riqueza.




      Esta nueva orientación se concretó en el terreno político, a través de la formación del Partido Demócrata Cristiano (DC), liderado por un grupo muy competente de abogados, muchos de ellos originarios de Arequipa. Al finalizar los años cincuenta, la DC logró bastante influencia entre los círculos de profesionales progresistas y con conciencia social. La sociedad peruana entera estaba lista para el reformismo.




       




       




      Elecciones sucesivas




       




      En 1962 se realizaron elecciones para reemplazar a Prado, quien había mantenido la convivencia con el APRA hasta el final de su mandato. Durante este segundo gobierno de Prado, el APRA no había intentado ninguna insurrección y de algún modo había atemperado los temores ciudadanos sobre el carácter conspirador del partido. La candidatura de Haya a la presidencia de la República era la primera en treinta años; durante la campaña, dejó claro su compromiso con la ruta que había adoptado su partido. El carácter anticomunista de su política fue subrayado en el contexto de enfrentamientos continentales alrededor de la Revolución cubana y del rumbo del régimen de Fidel Castro. Este desplazamiento del APRA hacia el centro dejó campo libre a su izquierda.




      El principal contendor de Haya fue Fernando Belaúnde, quien después de la campaña de 1956 fundó su partido, Acción Popular (AP), y a continuación recorrió el país, conociéndolo extensamente y formulando un planteamiento doctrinario simple y efectivo. El viaje de Belaúnde por el territorio le permitió resumir sus ideas en conceptos comunales, cooperativistas y de ayuda mutua, que sostenía estaban inspirados en el mundo andino.




      Por otro lado, Belaúnde había sido decano de Arquitectura en la Universidad de Ingeniería, antes de lanzarse como candidato presidencial. Su familia estaba en política desde hacía bastantes años: su padre había sido primer ministro de Bustamante y Rivero en 1945 y él mismo había sido diputado por Lima en este mismo periodo. Su tío era el gran ideólogo Víctor Andrés Belaúnde, quien le proporcionó un apoyo que resultó muy importante. Por otro lado, sus vínculos con el mundo académico le fueron muy útiles. Ahí reclutó gran cantidad de seguidores profesionales, con quienes formuló una visión tecnocrática del cambio social que necesitaba el Perú.




      Su síntesis personal se halla en el libro La conquista del Perú por los peruanos, donde se prometen una reforma agraria, autonomía para los gobiernos locales, nacionalismo para resolver la cuestión del petróleo y un extenso programa de acción cívica llamado Cooperación Popular. Este último tema tenía sentido doctrinario y lo conectaba con la propuesta formulada por la DC.




      Había aparecido un reformismo democrático de clase media que, a diferencia del APRA, carecía de un pasado comprometido con luchas faccionales e intentonas insurreccionales. El reformismo adoptaba un rostro susceptible de ser asimilado por la sociedad peruana.




      El tercer contendor con opciones de triunfo fue el expresidente Manuel Arturo Odría, quien se autodenominó «socialista de derechas», realizando un llamado a los pobladores de barriadas que habían recibido apoyo clientelista durante su presidencia. Tuvo muchos partidarios, pero quedó tercero en las dos elecciones sucesivas.




      Su candidatura no fue bien vista en los institutos armados. Los altos oficiales, cada vez más desarrollistas, contemplaban su liderazgo como un retroceso a formas de ejercicio de la autoridad correspondientes al pasado. Así, se dio la paradoja de un general candidato sin gran respaldo de los suyos. Odría obtuvo sus partidarios entre los pobres de las ciudades, lo que muestra la eficacia de sus métodos clientelistas y la apreciación positiva de su gobierno, que guardaba buena parte de la ciudadanía, no obstante la conculcación de libertades y la represión política que acompañó a su régimen.




      La elección resultó ser muy abierta y democrática, porque participaron todas las fuerzas políticas. A su vez fue muy disputada, porque los tres candidatos principales gozaban de respaldo popular. Por primera vez en largo tiempo, la temperatura política del Perú fue claramente reformista, ya que todas las candidaturas prometían algún tipo de cambio social. Las elecciones fueron el 10 de junio y le dieron una ligera ventaja a Haya de la Torre, quien obtuvo el 32,98 por ciento de los votos, mientras que Belaúnde logró el 32,13 por ciento y Odría quedaba tercero con el 28,44 por ciento.




      La elección se trasladó al Congreso, debido a que el porcentaje de Haya era inferior al tercio que indicaba la Constitución de 1933 como condición para acceder a la presidencia de forma directa. En esa crítica circunstancia, Haya llegó a un acuerdo con Odría para que el general asumiera nuevamente la conducción del país. A cambio, el APRA controlaría el Poder Legislativo. Este acuerdo no fue aceptado por las fuerzas armadas, que depusieron a Prado cuando faltaban diez días para que culminase su mandato.




      A diferencia de todos los golpes de Estado protagonizados por los militares en el pasado, en 1962 se instaló un «gobierno institucional de las fuerzas armadas», estando cada arma representada en la junta de gobierno. Este carácter institucional del golpe, expresión de un cuerpo orgánico del Estado, era una característica singular que contrastaba con la naturaleza caudillista de los pronunciamientos militares del pasado. Presidida por el general Ricardo Pérez Godoy, la junta anuló las elecciones de 1962 y convocó un nuevo proceso electoral en el plazo de un año. Estados Unidos reconoció el nuevo gobierno a mediados de agosto, a condición de convocar nuevas elecciones.




      Durante su año en el poder, la junta mostró tendencias nacionalistas y autoritarias que algunos analistas caracterizaron de «nasseristas». Una de sus primeras medidas, nacida de un amplio consenso en diversas instituciones académicas, incluyendo al CAEM, fue la creación del Instituto Nacional de Planificación (INP), cuyo objetivo fundamental era elaborar planes al servicio del desarrollo nacional. El Estado conduciría la marcha nacional asumiendo la planificación como función ordenadora.




      La medida más significativa de la junta en una dirección reformista fue la promulgación de una Ley de Reforma Agraria para el valle de La Convención. Se decretó un reparto de tierra para devolver la calma social a esta zona, que había sido sacudida por una profunda revuelta campesina. Fue la primera ley de reforma agraria de la historia peruana, adquiriendo gran trascendencia, no obstante el carácter local de su aplicación.




      El 3 de marzo de 1963, el general Pérez Godoy fue depuesto de su cargo. Acusado de caudillismo, fue reemplazado por el general Nicolás Lindley. El golpe dentro del golpe mostró las fisuras que dividían a los militares y garantizó la transferencia del poder a quien resultara electo en junio de 1963. Se sostuvo que Pérez Godoy estaba buscando cómo permanecer en el poder.




      Al comenzar 1963, la junta de gobierno adoptó medidas represivas contra la izquierda política. En efecto, el Ministerio de Gobierno y Policía organizó una gran batida contra la dirigencia izquierdista, tanto política como social. Fueron detenidos cientos de militantes y trasladados a la colonia penal del Sepa, ubicada en la selva peruana. A tono con la lucha continental contra la influencia de Fidel Castro, la junta revelaba su espíritu reformista, pero firmemente anticomunista.




      A semejanza del año anterior, nuevamente Haya, Belaúnde y Odría emergieron como candidatos principales. En esta oportunidad, los temas de la reforma agraria y de la nacionalización del petróleo definieron la agenda electoral. Belaúnde tomó la delantera destacando la fuerza del desarrollismo y las posibilidades de prosperidad basadas en el reformismo democrático. Su mensaje político fue simple y efectivo.




      Gracias a ello y a la alianza con la DC, Belaúnde logró imponerse por un estrecho margen, habiendo obtenido el respaldo del 36,2 por ciento del electorado, contra el 34,4 por ciento de Haya y el 25,5 por ciento de Odría. De este modo, Belaúnde superó el tercio legal que exigía la Constitución. Por ello, asumió la presidencia de forma directa, sin pasar por el Congreso, como había sido el caso con las elecciones del año anterior. Cabe destacar igualmente que el APRA subió ligeramente su votación, mostrando que el año anterior no hubo fraude.




      Los militares habían estado a favor del arquitecto, tanto en estas elecciones como en las del año anterior. Ese apoyo de las fuerzas armadas sería fundamental, tanto para hacerlo llegar como para luego imponerle parámetros por acceder al poder cargando una deuda de origen con los uniformados. Asimismo, la alianza entre el partido de Belaúnde y la DC no logró mayoría en ninguna de las dos Cámaras legislativas. Por ello, la todavía frágil democracia peruana afrontaría una difícil situación que a la larga la derribaría. Ésta es, un Ejecutivo sin control del Congreso. Por el contrario, el primer gobierno de Belaúnde estuvo caracterizado por una colisión entre estos dos poderes del Estado.




       




       




      Primer gobierno de Belaúnde




       




      Una vez en el sillón presidencial, Belaúnde tuvo que afrontar una segunda gran ola de toma de tierras en los Andes. Los campesinos asumieron que con su victoria electoral comenzaba la reforma agraria prometida. Desfiles de campesinos armados solamente con banderas peruanas y, en ocasiones, exhibiendo títulos de propiedad expedidos siglos atrás por el rey de España, invadieron haciendas reclamando derechos ancestrales.




      Ante la crisis social, Belaúnde presentó una ley de reforma agraria que llegó al Congreso en septiembre de 1963. Los legisladores discutieron agriamente entre diversas opciones y, como conclusión, se aprobó una ley en mayo de 1964. Los congresistas de la AP y sobre todo de la DC asumieron una postura reformista. Pero la coalición entre el APRA y el partido del general Odría, la Unión Nacional Odriísta (UNO), gobernaba el Parlamento y su temperamento era mucho más conservador.




      La ley resultante n.º 15037, del 21 de mayo de 1964, fue una versión de compromiso que excluía del proceso de reforma agraria a las haciendas modernas de la costa. Otros elementos clave de la propuesta fueron la expropiación compensada con bonos, la formación de cooperativas y la asistencia técnica y financiera del Estado. El gobierno emitió bonos por valor de 6.000 millones de soles para afrontar esta nueva obligación.




      La ley era semejante a las recomendaciones de Beltrán elaboradas en la década anterior. Esta solución no fue del agrado de la DC, que había pugnado por una versión más radical. Como consecuencia, en ese momento se produjo el primer distanciamiento en la alianza gobernante. La DC criticó la condescendencia de Belaúnde con la coalición APRA-UNO. El partido demócrata cristiano era dirigido por Héctor Cornejo Chávez, que había sido candidato presidencial en 1962; poseía temperamento radical y su liderazgo sería duramente cuestionado.




      En junio de 1965, el estallido de las guerrillas dirigidas por el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) generó una seria crisis política, atenuada por su rápida derrota ese mismo año. El Perú ya había pasado por varias intentonas revolucionarias comenzando los sesenta. En un levantamiento murió el célebre poeta Javier Heraud y luego fue el turno de un dirigente histórico de la izquierda peruana, Héctor Béjar, que sobrevivió y relató su experiencia.




      Pero las guerrillas del MIR fueron un desafío de mayor envergadura. El método fue estrictamente guevarista, intentando crear un foco guerrillero en una zona que creyeron inexpugnable. Estallaron dos frentes y el combate fue cruento. Pero el ejército se impuso porque rodeó los focos y eliminó a los guerrilleros. Éstos, por su parte, provenían básicamente del APRA Rebelde: habían sido expulsados del viejo partido populista terminando los cincuenta y se habían alineado con la revolución castrista. Los guerrilleros peruanos de los sesenta fueron jóvenes estudiantes idealistas que tomaron posición por Cuba y se apartaron tanto de Moscú como de Pekín.




      Una medida clave de Belaúnde fue la convocatoria de elecciones municipales. Desde la época de Leguía, el poder local era nombrado por el Ejecutivo como dependencia del Ministerio de Gobierno y Policía. Casi todo el siglo XX había transcurrido sin democracia local. Por ello era tan difícil para la democracia política hallar sustento en el espacio nacional. El dato clave era la ausencia de democracia municipal que presionaba el sistema político hacia la dictadura. Al romper de forma radical con esta tradición, Belaúnde dio un importante paso en la democratización del país.




      Por su parte, el gobierno de Prado había aprobado en 1959 una ley de promoción industrial, una versión moderada y tardía del proyecto de industrialización por sustitución de importaciones, que tenía décadas de vigencia en los principales países latinoamericanos. No obstante sus limitaciones, esta ley estimuló el proceso de industrialización de los sesenta.




      Belaúnde fue más lejos en los propósitos industrialistas, aumentando la protección arancelaria en 1964 y nuevamente en 1967. Esa industria en desarrollo era ensambladora y se basaba en la importación de bienes de capital e intermedios que eran acabados en el país. No integró las materias primas nacionales al circuito industrial naciente, sino que dependió de la importación.




      Otra gran iniciativa de Belaúnde fue iniciar la construcción de una carretera que recorriese de norte a sur la margen oriental de los Andes. Conocida como Marginal de la Selva, fue la obra favorita del presidente. La finalidad de la carretera era abrir la Amazonía a la colonización y plena incorporación a la nación, un sueño largamente acariciado por generaciones de peruanos. La idea era superar la condición de frontera que poseía la selva e incorporarla al desarrollo piloteado por el litoral. Se estimó que la construcción completa de la carretera demoraría 25 años, puesto que su costo y escala sobrepasaban las capacidades de un periodo de gobierno.




      El triunfo de Belaúnde también alentó las esperanzas de una ampliación de la ayuda estadounidense. Al comenzar los años sesenta se había formado la Alianza para el Progreso y nuevas instituciones de cooperación internacional, como los Cuerpos de Paz y la Agencia para el Desarrollo Internacional (AID). Estas entidades prometían ayuda para impulsar la modernización y reproducir el camino industrialista que habían seguido las naciones desarrolladas. Se buscaba que el polo moderno de la economía absorbiera al polo tradicional, a través de la transferencia de tecnología y valores culturales occidentales.




      Aunque Belaúnde logró algunos éxitos políticos, en lo sustancial sus iniciativas perdieron piso en el Parlamento. El Congreso era dominado por la alianza APRA-UNO, que negó sistemáticamente nuevos impuestos para financiar los ambiciosos programas del Ejecutivo. Además, el Parlamento censuró a muchos ministros de Fernando Belaúnde, alcanzándose la elevada cifra de 94 ministros censurados en 5 años de gobierno. En varias ocasiones, los diputados censuraron primeros ministros que arrastraban a todo su gabinete. La inestabilidad era elevada y el conflicto entre Legislativo y Ejecutivo fue fatal para un sistema político esencialmente frágil.




      Al llegar 1967, una grave crisis económica se anunció en el país. Las cuentas nacionales registraban tendencias alarmantes, ya que los presupuestos estaban desfinanciados y se había recurrido a emisión inorgánica. En segundo lugar, la deuda externa se había multiplicado, mientras la balanza de pagos caía en déficit por haber un exceso de importaciones. En esas circunstancias, una devaluación de la moneda del 44 por ciento comprometió la estabilidad gubernamental.




      Además, una coyuntura crítica que llevó al derrocamiento de Belaúnde se desarrolló en función de la antigua controversia con la filial peruana de la Standard Oil, la International Petroleum Company (IPC). Esta empresa controlaba la explotación petrolera del país, gracias a sus campos situados en Piura, en La Brea y Pariñas y en Lobitos, de los cuales se extraía el 85 por ciento del petróleo nacional.




      Belaúnde había enfatizado en su campaña electoral que lograría un acuerdo rápido con la IPC para resolver el conflicto sobre derechos de propiedad e impuestos atrasados. Sin embargo, a los cuatro años de haber llegado al poder, aún no se llegaba a ningún entendimiento.




      Avanzando 1968, el gobierno aceleró la negociación, reclamando como bienes nacionales los derechos al subsuelo y exigiendo los impuestos atrasados. La posición legal de la empresa se basaba en un acuerdo alcanzado en 1922 con el gobierno de Leguía. De acuerdo a su parecer, la empresa estadounidense no le debía nada al Perú, puesto que había obtenido beneficios tributarios a cambio de un préstamo.




      La oposición nacionalista a la IPC fue liderada por el diario El Comercio, que pidió la nacionalización de la compañía. A una conclusión similar había llegado en 1964 una comisión del CAEM encabezada por el entonces coronel Francisco Morales Bermúdez, quien planteó que La Brea y Pariñas debía ser asumida por la Empresa Petrolera Fiscal (EPF).




      La postura negociadora del gobierno peruano era considerada tibia frente a la intensidad de la campaña a favor de la nacionalización. Ante las presiones, Belaúnde anunció un acuerdo que inicialmente pareció bastante favorable para el país. El 9 de agosto de 1968, en la llamada Acta de Talara, la IPC renunciaba al subsuelo y entregaba los campos petrolíferos al gobierno. A cambio, la compañía retenía la refinería y el gobierno cancelaba los reclamos por impuestos adeudados.




      No obstante, luego de concluidos los acuerdos, el expresidente de la EPF, el ingeniero Carlos Loret de Mola, sostuvo públicamente que faltaba la página 11 del contrato, donde se consignaba el precio de venta del petróleo que iba a ser refinado. El escándalo dividió al partido de gobierno y le restó legitimidad a Belaúnde. Además, el tema de la página 11 venía a sumarse a una serie de escándalos de corrupción que habían sacudido al gobierno.




      Los militares se habían cansado de las indecisiones y compromisos del presidente. Ellos lo habían llevado al poder impidiendo el triunfo de Haya en 1962. Sabían que el presidente les temía porque había demorado en llamarlos para que enfrentasen la insurrección del MIR en 1965. Avanzado el gobierno de Belaúnde, los uniformados se convencieron de que la democracia era una barrera que dificultaba la concreción de los cambios. En determinado momento, los militares priorizaron las reformas y entonces fueron al golpe.




      En la madrugada del 3 de octubre de 1968, los tanques rodearon el Palacio de Gobierno y depusieron al presidente. El general Juan Velasco capitaneó un grupo de oficiales que tomó el poder en nombre del Gobierno Revolucionario de la Fuerzas Armadas (GRFA). Ellos emprenderían a partir de ese momento un experimento radical de transformaciones desde arriba de la sociedad peruana.




       




       




      Las fuerzas armadas y el liderazgo del general Juan Velasco




       




      El denominado Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas fue un gobierno dictatorial que manejó el país con mano firme en dos fases, la primera liderada por Juan Velasco, que se extendió durante siete años, y la segunda, conducida por Francisco Morales Bermúdez, que se prolongó cinco años más. El docenio militar corta la historia contemporánea en dos, porque tuvo inmensas consecuencias para la sociedad peruana y también conllevó modificaciones profundas del modelo de desarrollo nacional.




      Pero el GRFA no cambió por completo los planteamientos fundamentales del gobierno acciopopulista. Por el contrario, se logró la continuidad de las ideas de nacionalismo económico, integración nacional y una visión tecnocrática del desarrollo. Entre Belaúnde y los militares no hubo una ruptura completa de las ideas para sacar adelante al país, sino una prolongación de ellas en versión radical. Los militares eran conscientes de que estaban llegando tarde a la industrialización por sustitución de importaciones y que el modelo llevaba décadas en otros países de Latinoamérica. Por ello mismo efectuaron una versión extrema del modelo. Para Velasco se trataba de recuperar el tiempo perdido.




      Como vimos, el desarrollismo era un componente esencial de la nueva concepción de seguridad nacional nacida en los centros académicos de ejército. Conforme transcurrieron los años sesenta, se completó una transformación significativa de las fuerzas armadas peruanas. Hasta entonces y desde 1930 habían actuado en política para respaldar opciones conservadoras y partidarias del liberalismo económico. Pero progresivamente los militares optaron por reformas que ampliaran el mercado interno y favorecieran el mayor consumo de los sectores populares. También pensaban que los políticos civiles arrastraban muchos intereses. De este modo, las fuerzas armadas habían cruzado el Rubicón. Estaban dispuestas a terminar con el régimen social que habían sostenido las tres últimas décadas.




      El general Juan Velasco Alvarado era el conductor del nuevo golpe militar; había nacido en 1910 en Castilla, un barrio de clase media y popular de la ciudad de Piura. Su padre era un auxiliar de medicina y tuvo una familia extensa de once hermanos; no asistió al CAEM y al llegar a general había dejado su rastro como jefe de tropa antes que como intelectual militar. De modales rudos, sus ojos rasgados fueron motivo para ser llamado El Chino, anticipando un sobrenombre que compartiría con Alberto Fujimori, quien años después daría marcha atrás a sus principales medidas, completando un movimiento pendular y característico del Perú.




      La búsqueda de una tercera vía, alejada del capitalismo y del comunismo, fue un firme propósito del GRFA. Como planteamiento provenía de la DC y tenía buena acogida en amplias esferas. Incluso gozaba de respaldo internacional, habiendo sido fundamento para la reunión de un grupo estable de Países No Alineados, llamado «el Grupo de los 77». Este grupo ofreció una alternativa frente a un mundo bipolar dividido entre Estados Unidos y la Unión Soviética.




      El denominado Plan Inca era el programa político de los golpistas. Fue recién publicado en 1974, para desvirtuar rumores de improvisación y en ese momento puede haber sido vuelto a redactar de forma conveniente. La versión original parece haber sido un plan de contingencia de Estado Mayor sobre la política nacional. Estos planes son una práctica habitual en las fuerzas armadas peruanas.




      Este plan demandaba amplias reformas estructurales en la economía y sociedad peruanas, enfatizando en las áreas de tenencia de la tierra, impuestos, banca y gobierno. Inicialmente cuatro coroneles elaboraron el plan de Estado Mayor y cuando tuvieron un borrador fueron coordinados por el general Edgardo Mercado Jarrín. La gestación del golpe fue un asunto interno del ejército, sin participación de la marina o de la aviación. Aunque, en el momento de la toma del poder, los altos mandos rápidamente se entendieron para dar la apariencia de un golpe institucional que contaba con el respaldo del conjunto de las fuerzas armadas.




      Según el nuevo gobierno, los males del Perú podían resumirse en dos: una elevada dependencia política y económica del extranjero y una élite con escaso interés por el desarrollo del país. La solución era la nacionalización de los enclaves productivos en manos de extranjeros y la transformación del modelo de desarrollo, para adoptar uno nuevo, autocentrado en el mercado interno y en la industrialización. Había que nacionalizar las fuentes de las exportaciones de materias primas y trasladar la ganancia a la industria. Previamente era preciso decretar una reforma agraria que ampliase el mercado interno y posibilitase el crecimiento de la manufactura nacional.




      La estrategia del GRFA consistía en expropiar el excedente económico para ponerlo a disposición de la reinversión productiva. Así, se podría recuperar el ritmo de crecimiento económico de los cincuenta, que había disminuido durante los sesenta. El Estado sería el agente del movimiento de capitales hacia el desarrollo.




      Las medidas fundamentales fueron dos: la reforma agraria y el mismo crecimiento del Estado, la multiplicación de sus funciones y la expansión de las empresas públicas. Ambas iniciativas fueron fruto de la llamada «primera fase» del Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas, que se extiende desde el 3 de octubre de 1968 hasta el 29 de agosto de 1975, cuando Velasco fue derrocado por el general Francisco Morales Bermúdez. La segunda fase, por el contrario, tuvo un efecto de retroceso, repliegue y transferencia del poder a los civiles.




      La reforma agraria expropió las antiguas haciendas, eliminando a la élite terrateniente y a las compañías extranjeras que poseían agroindustrias y ganadería; afectó a poco más de la mitad de la tierra disponible y benefició a una cuarta parte de las familias campesinas del país.




      Los ganadores con la reforma agraria fueron sectores muy distintos. Los trabajadores de las modernas haciendas costeñas fueron los principales beneficiarios; eran aproximadamente el 10 por ciento del total de trabajadores rurales y laboraban en las unidades agrícolas más prósperas. Sus contrapartes en la sierra, por el contrario, lograron beneficios menores. En un sentido positivo, los campesinos de la sierra obtuvieron el fin del abuso de los gamonales y como consecuencia se desarrolló una mayor integración ciudadana. Pero la pobreza siguió siendo la misma de antes y lo positivo se diluyó. Entre los beneficiarios de la reforma agraria progresivamente se fue levantando una actitud de propietarios privados de la tierra que los llevó a enfrentar y derrotar el modelo asociativo que postulaba Velasco.




      Es más, los campesinos eventuales, aquellos de media temporada, calculada en esos años como una masa de un millón de personas, no obtuvieron un solo beneficio tangible del proceso. Entre ellos, diez años después, Sendero Luminoso ganaría buena cantidad de adeptos. Como también es cierto que los beneficiarios de la reforma fueron el sector social que alimentó las rondas campesinas contra Sendero, que finalmente lo derrotó en el campo a finales de los 1980.




      El segundo cambio fundamental del gobierno militar fue el espectacular crecimiento del Estado, que asumió un papel crucial en el desarrollo económico. Las empresas públicas crecieron a costa del capital extranjero, que fue mayormente nacionalizado. Durante el periodo inmediatamente precedente había aumentado el capital productivo en manos de empresarios extranjeros. Así, en 1968 compañías extranjeras daban cuenta de las tres cuartas partes de la minería, la mitad de la manufactura, la mitad de la banca y un tercio de la industria pesquera. En ese momento, el Estado producía el 16 por ciento del producto bruto interno (PBI).




      Velasco intentó revertir ese proceso. Durante su mandato, el Estado llegó a producir exactamente el doble, el 32 por ciento del PBI, habiendo estatizado los dos tercios de la minería y del sistema financiero, una quinta parte de la producción industrial y la mitad de la inversión. El efecto neto de este proceso fue la creación de 150 nuevas empresas públicas, algunas entre las más grandes del país, y la duplicación del número de empleados públicos.




      La expansión de la burocracia se caracterizó por la militarización de los puestos claves y la simultánea expansión de la élite tecnocrática y profesional. La militarización de todo cargo clave en la Administración pública se justificó por la necesidad de reemplazar a un personal deshonesto e ineficiente. Al final del periodo, hasta el 50 por ciento de la alta oficialidad ocupaba algún puesto en el gobierno fuera de su institución.




      En cuanto a los asesores profesionales, la élite de los consejeros de mayor confianza integró el Comité de Asesoramiento de la Presidencia (COAP), creado poco después del golpe. Este organismo estuvo liderado por algunos de los más importantes intelectuales y políticos reformistas, como el sociólogo Carlos Delgado, quien había sido un destacado dirigente del APRA; el líder de la DC, Héctor Cornejo Chávez; y Alberto Ruiz Eldredge, fundador del Movimiento Social Progresista. En el COAP se reunieron los asesores centroizquierdistas que luego formarían el Sistema Nacional de Apoyo a la Movilización Social.




      En efecto, en julio de 1971 el GRFA formó el Sistema Nacional de Apoyo a la Movilización Social (SINAMOS), que pretendió ser el brazo político y popular de la revolución militar. Su objetivo era tanto organizar como movilizar a la población para el apoyo de la revolución. Así, una movilización controlada fue encargada a este nuevo organismo.




      Aunque fue muy controvertido y temido como instrumento de un mayor verticalismo, el SINAMOS fue exitoso en la organización de sectores populares, sobre todo de grupos nuevos que anteriormente habían tenido dificultades para crear instituciones. Sin embargo, poco después, estas entidades recientemente conformadas se escaparon de sus manos y tomaron un rumbo independiente, conectándose con los gremios más antiguos, formados por núcleos obreros del sector moderno.




      Un caso característico de este proceso corresponde a Villa El Salvador. A lo largo de las décadas de 1950 y 1960, el país había sido escenario de una intensa migración campo-ciudad, concentrada en el litoral costero y principalmente en Lima. Esas migraciones estaban transformando rápidamente el rostro del país y propiciando una violenta urbanización. Al tomar el poder, Velasco prohibió enérgicamente las invasiones de terrenos urbanos eriazos, propiedad del Estado, proceso que había sido moneda corriente durante las décadas anteriores. Por ello, pasados dos años de gobierno militar, habiéndose concentrado una gran presión humana en los antiguos barrios populares de Lima, que alojaban a los recién llegados y estaban reventando por exceso de población, se organizó en mayo de 1971 una gran invasión en la zona de Pamplona.





OEBPS/Styles/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/Images/portadilla_fmt.jpeg
AMERICA LATINA
EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

Pert

TOMO 5 _ 1960/2010
La busqueda de la democracia

taurus

ICNMAPFRE W

FUND!/






OEBPS/Images/cubierta_fmt.jpeg
AMERICA LATINA TOMO 5 _1960/2010
EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

Perti

La busqueda de la democracia

dirigido por
Carlos Contreras Carranza

coordinado por
Antonio Zapata

taurus

FUNDACICNMAPFRE []ﬂ





